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Bogotá D.C.  
 
Señor: 
JUEZ 36º CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 
 
E.  S.  D. 
 
Ref.: PROCESO VERBAL DE MARY LISBE LOPEZ HERNANDEZ CONTRA JESUS 

ALEXANDER GARZON PEÑUELA DE SIMULACION ABSOLUTA. Rad. 2019-0237-
00.  

 
 
   Cordial saludo. JOSE DAVID PULIDO DAVILA identificado con la cedula de ciudadanía 
número 1.024.470.594 de la ciudad de Bogotá D.C., vecino y residente en la misma, Abogado 
identificado profesionalmente con la T.P. Nro. 228.656 del C.S. de la J., actuando en calidad 
de apoderado del extremo pasivo representado por el señor JESUS ALEXANDER GARZON 
PEÑUELA, quien es mayor de edad, identificado con la cedula de ciudadanía número 
79.770.600 de la ciudad de Bogotá D.C., vecino y residente en la misma, capaz para comparecer 
al presente proceso por sí mismo y conforme el poder adjunto, me permito en los términos del 
artículo 96 del C.G.P. y el Artículo 8 del Decreto 806 de 2020 y estando en el término oportuno 
para ello, según el auto de fecha 13 de Febrero de 2020, de cara a la notificación que realizara 
el extremo pasivo mediante correo de fecha 24 de Febrero 2021 a la cuenta de mi prohijado, 
me permito contestar la presente demanda, proponente excepciones previas y perentorias y en 
los términos que se siguen: 
 

a. Respecto a los hechos de la demanda: 
 
Al hecho numero 1: Es cierto, aunque es una manifestación irrelevante para el objeto del 
presente proceso. 
 
  Ahora bien, pierde de vista la libelista mencionar lo que si atañe al proceso y es que desde el 
año 2001 mes de agosto, mi prohijado ya habría adquirido el inmueble identificado con el 
F.M.I. Nro. 50s-40366322 de la oficina de Registro de Instrumentos Públicos de la Ciudad de 
Bogotá D.C. y en un 50% de la propiedad y el otro 50% a órdenes de la señora FLOR ALBA 
PEÑUELA; lo que omite decir la demandante para desviar la atención sobre una premisa 
irrelevante para dicha fecha y que verdaderamente debió citar, pero que en ultimas no es de su 
conveniencia habida consideración del antecedente que propone tal premisa sobre las 
comunes y cotidianas sociedades entre madre e hijo para la adquisición de inmuebles.   
 
   Ahora bien, frente a la premisa sobre el inmueble de propiedad de la señora LOPEZ 
HERNANDEZ, como se corrobora de la documental adjunta a la presente, el inmueble de 
propiedad de la demandante y que se identifica con el F.M.I. Nro. 50S-368625, a la fecha en 
que mi prohijado empezaron a vivir, se encontraba embargado, con un proceso ejecutivo 
hipotecario, con una deuda de alrededor de 34 Millones de pesos M/C y en precarias 
condiciones, tanto de servicios públicos, como de cuotas por administración y demás 
emolumentos generados con ocasión a la propiedad, situación en la cual, mi prohijado busca 
un préstamo de su señora madre para, a) rescatar del ejecutivo hipotecario y posterior remate 
el inmueble, b) hacer las mejoras necesarias en aras habitarlo con la hoy demandante, c) 
cancelar cuotas de administración impagas en cabeza de la demándate y d) ponerse al dia con 
el pago de los servicios públicos domiciliarios.        
    
Al hecho numero 2: Es un hecho cierto según se desprende del Registro de Matrimonio 
aducido y visto a folio 167 del archivo PDF que enviaría el extremo actor. Pero se debe llamar 
la atención que aparece en el mismo, sin que, como buena cantidad de folios de instrumentos 
públicos, desordenados y repetidos dos (2) o tres (3) veces, aparecen en el mismo archivo sin 
que se relacionen en el acápite de pruebas del libelo genitor, tanto en la reforma como en la 



prístina demanda, lo cual entonces, es objeto de excepción preliminar pues desde ya se advierte 
que hay una intensión más allá un yerro al respecto. 
 
   También se debe indicar, dado que la libelista no lo hace, que para la fecha de matrimonio y 
desde antes de la unión marital de hecho, mi prohijado ya contaba con bienes y de propiedad 
compartida entre la señora FLOR ALBA PEÑUELA. Situación que conoce perfectamente el 
extremo actor pero que, en sede de la presente acción, pretende desconocer y omitir en el relato 
de los “hechos” por el grave antecedente que marca dicha situación. A saber. 
 

a. El inmueble identificado con el F.M.I. Nro. 50S-448284 de la ciudad de Bogota D.C. correspondiente al 
inmueble ubicado en el Conjuto Residencial Francisco Jose de Caldas -Apto. 403 Interior 2 Bloque 95 
ubicado en la Carrera 79 C Nro. 36-87 Sur, el cual fuera adquirido por mi prohijado y su progenitora 
 

   Con la venta de dicho inmueble en el año 2006, mi prohijado cancelo y pago las cuotas del 
crédito hipotecario sobre el inmueble y que fuera de propiedad de la señora MARY LISBE 
LOPEZ y al que le correspondiera el F.M.I. Nro. 50S-368625 de la ciudad de Bogotá y que 
estuviera ubicado en la dirección Carrera 79F Nro. 51 -43 Sur Bloque Int. 1 Apto. 402; crédito 
hipotecario con el número 05700311000296352 que se cancelara el día 18 de abril de 2008, es 
decir, pocos meses después de la venta del precitado inmueble; en el presente hecho se omite 
indicar dado que, de otra manera, la pretensión tendría un asidero diverso que fue mi 
prohijado con la venta de su inmueble y el de su señora madre, el que rescato de un remate 
venidero, el inmueble de la señora demándate y que hoy pretende desconocer. 
 
   Se resalta de lo anterior, que, para dichas calendas, la hoy demandante y luego de once años, 
entre la fecha en que se salva su inmueble y a la fecha de radicación de la demanda, nada indico 
al respecto ni se dolía de que mi porhijado adquiriera propiedades con su progenitora, pero si 
lo hace en vísperas del proceso de divorcio que ella misma promueve.   
   
Al hecho numero 3: No es cierto como se redacta. El verbo “adquirieron” no tiene cabida 
en la presente descripción. El inmueble si fue adquirido por mi prohijado y fue pagado con el 
producto de sus ahorros y de una serie de negocios antecedentes, incluso al matrimonio con la 
demandante, en una parte y otra parte de su precio, fue pagado con el producto de una hipoteca 
abierta sin límite de cuantía y conforme consta en el folio de matrícula inmobiliario del predio 
identificado.  
  
   En el anterior hecho llama poderosamente la atención que la demándate nada indica sobre 
de donde, si supuestamente se trataba de un bien de la sociedad conyugal entre mi prohijado 
y la demandante, salieron los recursos para la adquisición del inmueble y el pago de la cuota 
inicial para dicha adquisición, pues para la fecha de compra de este, ella aún no había vendido 
el de su propiedad y por el contrario, no tenía la capacidad económica para el pago de la cuota 
inicial del inmueble trabado en Litis, como tampoco para el pago de las cuotas hipotecarias del 
mismo, lo cual, indica que los dineros pagados por cuota inicial sobre el  inmueble y por parte 
de mi prohijado, ya eran poseídos por este desde antes de matrimonio, sin olvidar indicar que 
el producto de la venta del inmueble de propiedad la señora MARY LISBE LOPEZ y de manera 
posterior, estos dineros fueron destinados al pago de arriendos desde la venta de dicho 
inmueble y hasta la adquisición del otro inmueble para los cónyuges. 
 
Al hecho numero 4: No es cierto. Nótese la siguiente incongruencia en el hecho narrado y 
su falta de claridad en datos como fechas y la identificación del inmueble que supuestamente 
arrienda la demandante para tratar de explicar la consecución de recursos y de cara al acervo 
documental, que se itera, no se relaciona en el archivo que envió el extremo actor de la 
demanda para la notificación a mi prohijado, ni como pruebas ni como hechos, y que dan al 
traste de la siguiente situación.  
 
   El inmueble de propiedad de la demandante (F.M.I. Nro. 050S-368625 de la ciudad de 
Bogotá y que estuviera ubicado en la dirección Carrera 79F Nro. 51 -43 Sur Bloque Int. 1 Apto. 



402) se vende el día 05 de noviembre de 2014, a pesar de que le inmueble objeto del presente 
litigio correspondiente al que se identifica con el F.M.I. Nro. 50S-40156073 y que se ubica en 
la dirección Calle 69 Bis A Sur Nro. 88J -03 de la ciudad de Bogotá D.C. se adquirió el 06 de 
Marzo de 2013, fecha para la cual, la demandante no podría tener los recursos mencionados 
en la compraventa del mismo y para la cuota inicial en la cuantía en que se pagó y de cara a la 
afirmación que atesta el verbo “adquirieron”, pues se itera, los dineros pagados en cuota inicial 
de dicho inmueble era patrimonio previo al matrimonio de mi prohijado.  
 
   De otra suerte y aparte de la gravísima maniobra que se gesta sin un contrato de 
arrendamiento en titularidad de la demandante y que además parece en su decir incongruente 
con la realidad material que se deduce de los anexos a la demanda (y que no se relacionan ni 
en los hechos ni en las pruebas de la misma o la primigenia demanda) sin que haya una prueba 
que sustente tal afirmación, se corrobora que nadie vende un inmueble de su propiedad y 
posteriormente lo arrienda, así como tampoco hay prueba de ello, ni de los pagos que 
supuestamente ella realizo. Por lo cual nos atenemos a lo que pruebe al respecto en el curso de 
proceso y frente a la totalidad de la afirmación.  
 
Al hecho numero 5: No es cierto. Es una manifestación que no constituye un hecho, sino la 
percepción de la libelista y su prohijada, pues además que niega el anterior hecho, ninguna 
prueba que se relacione en el libelo de la demanda (y del baremo de documentos que no se 
relacionan ni en los hechos ni en las pruebas de la misma o la primigenia demanda), dan cuenta 
de ello, así como del destino de dicho monto de dinero encaminado a la adquisición de otro 
inmueble, pues el mismo, como se habría dicho se iría a cubrir el crédito hipotecario que con 
el préstamo de la progenitora de mi prohijado a este, se pagaron las cuotas atrasadas, 
administración, servicios y mejoras de dicho inmueble,  para no dejarlo rematar y/o en su 
defecto hacerlo inhabitable.  
 
Al hecho numero 6: Es parcialmente cierto. En cuando con una parte de dicho dineros se 
pago el inmueble adquirido y descrito en el hecho, pero no se puede obviar que con otra parte 
del mismo dineros se cancelaron deudas que el inmueble de propiedad de la demandante venía 
arrastrando hasta su venta y que eran diversas al crédito hipotecario, a tal punto que el monto 
de dinero en el que se vendió no alcanzo para sufragar la compra total del inmueble nuevo y 
los arreglos del mismo, por lo que tuvieron que pedir un préstamo de VEINTE MILLONES DE 
PESOS M/C ($20.000.000.oo) a la progenitora de mi prohijado, además de la plata que ya le 
debían por préstamos para salvar el vendido inmueble del remate hipotecario y habida 
consideración del no pago de dicho crédito y por parte de la demandante.    
 
Al hecho numero 7: No es cierto el presente hecho. Ni siquiera adosan una prueba que haga 
presumir la existencia de este hecho, con lo cual, se puede deducir su falsedad y por ende, la 
que atañe a que los recursos de la venta del inmueble de propiedad de la demandante fueron 
encaminados a la adquisición del inmueble descrito en el hecho sexto del libelo genitor o que 
el producto de este arriendo se haya encaminado a pagar el inmueble objeto de Litis, pues para 
dicha fecha ya estaba cancelada la hipoteca que pesaba sobre el mismo.  
 
   Ahora bien se vislumbra un contrato de arrendamiento vistos a folios 107 y 109 de los anexos 
que acompañan el archivo de la demanda (y que no se relacionan ni en los hechos ni en las 
pruebas de la misma o la primigenia demanda), donde mi prohijado firma un contrato de 
arrendamiento por un monto de QUINIENTOS OCHENTA MIL PESOS M/C ($580.000.oo) 
sobre el inmueble que fuera de propiedad de la demandante y 06 meses Justo antes de su fecha 
de enajenación, pero no se corrobora documental alguna que corrobore el dicho de la libelista 
a este punto, y otro del Folio 100 a 103 que, como se habría dicho, carece en su objeto de todo 
sentido común y contraria de forma descarada y desquiciada toda regla de la experiencia y a 
órdenes de la aquí demandante. Además de ser irrelevante a las pretensiones de la demanda. 
 



Al hecho numero 8: No es cierto. Ni siquiera el monto en el que se corrobora la escritura 
pública 0075 de fecha 23 de enero de 2014 de la Notaria 49 del Circulo de Bogota D.C., da al 
traste con dicha afirmación en cuanto al valor de compra del inmueble.  
 
   De primera mano hay que llamar la atención sobre como la demándate aporta una presunta 
promesa de compraventa firmada por mi prohijado y que solo, de ser cierta la misma, le atañe 
a mi prohijado, sin dejar pasar por alto, que los contratos de arrendamiento adosados al 
archivo de la demanda que le fue notificada a mi prohijado via correo electrónico, dan cuenta 
de dos contratos (y que no se relacionan ni en los hechos ni en las pruebas de la misma o la 
primigenia demanda) que contrarían los decires de la libelista y su prohijada al respecto y que 
hacen sospechosa la situación de tenencia de dichos documentos en manos de la demandante 
sin que se explique su procedencia o recolección a favor de la demandante en el libelo de 
demanda pero que misteriosamente terminan en manos de la demandante, contrato que por 
demás, no goza de ninguna formalidad y que, si su contenido fuera cierto, la señora demándate 
hubiera por lo menos intervenido como testigo.  
 
   Frente al hecho puntualmente, se debe indicar que el documento allegado con el archivo de 
la demandan principal (y que no se relacionan ni en los hechos ni en las pruebas de la misma 
o la primigenia demanda), consistente en la promesa de compraventa del local comercial 1198, 
no tiene la fuerza suasoria que pretende la libelista, si fuere cierto,  para siquiera construir un 
indicio de que el inmueble era de propiedad de la sociedad conyugal dado que el mismo se 
contradice con la escriturita pública 0075 de fecha 23 de enero de 2014 de la Notaria 49 del 
Circulo de Bogotá D.C. que protocoliza dicha venta en cuanto quien aparece como compradora 
es la señora FLOR ALBA PEÑUELA, de una parte; de otra parte, para la fecha del año 2014 ni 
mi prohijado, dado el crédito hipotecario que habría sacado para la adquisición de un 
inmueble, se hallaba limitado en sus recursos y por otra parte, para tal fecha la propiedad de 
la demandante aún no se habría vendido, lo que excluye toda posibilidad de que los dineros 
con que se pagó dicho inmueble fueran del trabajo mancomunado con la demanda y mi 
prohijado, cuando esta no ha acreditado válida, conducente y pertinentemente haber trabajado 
y por ende, haber tenido patrimonio alguno antes de la venta de su ya bien debido inmueble y 
menos aun, propiedades o contratos de arrendamiento que le permitiera pagar las sumas de 
dinero que indican, pagaron por los bienes inmuebles objeto de la presente Litis, aunado al 
hecho de que tampoco lograr demostrar que mi prohijado si contara con dicha capacidad 
económica para tales adquisiciones, situación patrimonial que oculta y pretende en momentos 
mal justificar el extremo demandante y que por vioa de omisión, pretende se tenga pro obrados 
en el asunto sub judice. 
 
   Finamente, llama la atención que aunque en la demanda reformada y la prístina demanda no 
se enuncian ni enumeran las documentales que se alegaron con el archivo de la demanda, si se 
corrobora que en la solicitud de testimonios no se encuentra enunciado el vendedor del local 
comercial por parte de la libelista, prueba que permitiría buscar la certeza del origen, medio de 
producción y aducción de la prueba consistente en el presunto contrato de promesa de 
compraventa que de manera inexplicada por la demandante, se encontraba en su poder y fue 
allegado con la demanda, desquiciando tanto su contenido con el de la escritura, que hasta la 
fecha en la que indican se pagó el inmueble, no concuerdan con la enajenación (24 de Enero 
de 2013). 
 
Al hecho numero 9: No es cierto. Además de lo dicho antecedentemente, la falta de 
capacidad económica de los cónyuges para dicha adquisición de cara a la capacidad económica 
de la señora FLOR ALBA PEÑUELA, hace menester indicar que dicha promesa de 
compraventa (y que no se relacionan ni en los hechos ni en las pruebas de la misma o la 
primigenia demanda) que fuera aducida en el archivo de la demanda, en nada guarda relación 
con la escritura pública 0075 de fecha 23 de enero de 2014 de la Notaria 49 del Circulo de 
Bogotá D.C., atendiéndonos entonces a lo que logre probar, siendo su obligación, la libelista 
sobre la capacidad económica de la sociedad conyugal para dicha adquisición en la cuantía y 



fechas que aduce la demandante si es que pretende, de manera mínima, convencer sobre la 
existencia de la alegada simulación. 
 
Al hecho numero 10: no es un hecho. Es una narración que surge de la perspectiva de la 
libelista y de la demandante que pretende explicar la tachada existencia de la promesa de 
compraventa del local comercial y su desatino con las fechas de oficial enajenación del 
inmueble. En todo caso y de ser tomado como un hecho, nos atenemos a que se pruebe de 
manera material y suficiente esta narración, pues por su redacción, lo que pretende es justificar 
una serie de situaciones que contradicen el mismo decir de la demandante en cuanto a la 
adquisición de los inmuebles. 
 
Al hecho numero 11: Es cierto parcialmente. Como se probará la demandante agredió a mi 
prohijado en más de una oportunidad de manera física y verbal, lo que obligo a mi prohijado a 
trastearse de la casa en la que habitan en procura de no generar un conflicto de violencia 
intrafamiliar y así mismo la separación de cuerpos desde la fecha del mes de febrero de 2019, 
tal como se prueba, momento en el cual la demandante, se sospecha, sustrajo un título 
ejecutivo a órdenes de mi prohijado que su progenitora habría suscrito a favor de este por un 
monto relativo a CINCUENTA Y CINCO MILLONES DE PESOS M/C ($55.000.000.oo) 
producto del saldo de la venta del inmueble que se indica fuera simulado por parte de la 
libelista, en donde se habría transigido el monto del valor del inmueble, por un parte, a) la 
compensación por los dineros que le habría prestado  la sociedad conyugal para rescatar del 
remate el inmueble de propiedad de la demandante, así como para el pago de servicios públicos 
y cuotas de administración (F.M.I. Nro. 050S-368625 de la ciudad de Bogotá y que estuviera 
ubicado en la dirección Carrera 79F Nro. 51 -43 Sur Bloque Int. 1 Apto. 402), lo que omite 
mencionar la demándate y su apoderada, por otra parte el préstamo que habría hecho a la 
sociedad conyugal para la realización de las mejoras al inmueble descrito en el hecho numero 
sexto de la demanda y finalmente, después de las compensaciones a que hubieron lugar a favor 
de la señora FLOR ALBA PEÑUELA, el saldo excedente a favor de mi prohijado, que resultaría 
ser el mismo del capital que ya tenía y antes del matrimonio mi prohijado y con el cual se 
adquirió el inmueble casa de habitación y que en ultimas la demándate, como se ha dicho fue 
aquiescente con la venta del inmueble y a favor de la progenitora de mi prohijado. Las 
anteriores circunstancias de manera positiva, son omitidas por la libelista en su demanda.      
  
   En cuanto a la solicitud de divorcio. Al igual que el hecho precedente, es una narración que 
pretende justificar una serie de situaciones para zanjar las pretensiones de la demanda y darles 
de alguna manera reato lógico, lo cual, no corresponde a un realidad o hecho histórico, sino a 
la opinión subjetiva y la salida más acorde a los cuestionamientos que se han enunciado en el 
presente escrito que da al traste con sus pretensiones. De otra suerte, al igual que este “hecho” 
y el precedente la demanda se fundaría sobre hechos improbables, inconexos y sin elocuencia.  
 
  En todo caso, si se tomara como hecho el enunciado en este número, habrá que decir que nos 
atenemos a lo estrictamente probado en el curso del proceso, pues es obligación de quien 
formula las pretensiones, probar sus decires.    
 
Al hecho numero 12: No es cierto este hecho. Conforme se corrobora de las escrituras 
públicas 742 de Fecha 11 de Julio de 2018, la venta se realizó por el valor de CIENTO 
DIECIOCHO MILLONES DE PESOS ($118.000.000.oo) que por demás no es relevante si se 
ha sostenido que mi prohijado sirvió como medio para el pago de dicho bien inmueble y en 
cabeza de su progenitora, valor que en definitiva aparece en el avaluó catastral del inmueble y 
que, como es consecuente, no se iba a aumentar por parte de mi prohijado en perjuicio de los 
intereses de su madre, pues es claro y un hecho conocido que los impuestos y derecho 
notariales sobre la enajenación son proporcionales al valor de la venta, incrementándose este 
de acuerdo al incremento del valor del inmueble por sobre el avaluó catastral. 
 



   Ahora bien, olvida la libelista que mi prohijado debido endeudarse para la adquisición del 
inmueble del barrio Bolivia y que pertenecía a la sociedad conyugal, lo que, de suerte alguna, 
incremento el monto del crédito de la hipoteca y a favor de la ya endeudada sociedad conyugal.   
 
   Finalmente se debe decir que, en comparación a la venta que hiciera mi prohijado a órdenes 
de la progenitora del inmueble trabado en Litis y que resulta en buena parte responder a una 
compensación, en cuanto a su valor, se hizo sobre el valor comercial no ya catastral por tratarse 
de un vendedor que no hace parte del núcleo familiar y con el cual no se tenía confianza para 
disminuir el valor al mínimo legal permitido, además de la hipoteca. 
 
Al hecho numero 13: No es un hecho, es una percepción de la libelista y que pretende de 
manera ligera y sin otro argumento sólido y creíble justificar sus pedimentos y la supuesta 
simulación. Por lo anterior, si se tiene como un hecho dicha opinión, nos atenemos a lo que 
demuestre el extremo actor en el proceso y que sea pertinente a la alegada situación. 
 
 Al hecho numero 14: No es cierto. Más allá de la carencia de medios documentales 
probatorios de que adolece la demanda tanto reformada, como la principal, no hay en las 
documentales adjuntas un solo contrato de arrendamiento a órdenes de la demandante sobre 
dicho predio (y que no se relacionan ni en los hechos ni en las pruebas de la misma o la 
primigenia demanda), por el contrario, se allegan unos contratos de arrendamiento sobre un 
predio que fuera de propiedad de la demandante que es falsos en su contenido al parecer, 
formal y hasta objeto por irrisoria redacción y tiempo en que se crearía dicho contrato.  
 
  Es así entonces que, cuando la señora FLOR ALBA PEÑUELA con la conciencia de estar 
disponiendo de su inmueble, genera los actos de posesión y señorío sobre el mismo y desde la 
fecha de adquisición del mismo y como producto de las justas compensaciones a su favor, lo 
hacía con la convicción de estar haciéndolo sobre un predio de su entera propiedad y 
disposición sin que la demandante demuestre de forma material y creíble, o siquiera palpable 
que, conociendo dicha situación, se haya opuesto a tal manifestación externa de la voluntad  de 
la señora FLOR ALBA PEÑUELA y sin que la señora MARI LISBE LOPEZ, además de no 
figurar como propietaria del inmueble, ni demostrar aporte económico alguno o ingreso que lo 
justificara, o acto alguno de señor y dueño,  haya podido arrendar o disponer del mismo, por 
si o través de otra persona, hecho que conocía abiertamente desde el año 2013 y que nunca, 
como se deduce del libelo genitor, fuera motivo de su protesta desde y hasta la fecha de la 
presente demanda y como respuesta a un proceso de divorcio que la misma promovería .  
 
Al hecho numero 15: No es un hecho relevante al presente proceso, como tampoco está 
demostrado, por lo que el mismo es falso y carece de relación alguna con las pretensiones de la 
demanda.    
 
Al hecho numero 16: Es una narración falsa sin sustento probatorio alguno. Pues aunque 
advierte que si hubo motivo alguno de queja o desazón con la señora FLOR ALBA PEÑUELA 
y mi prohijado, ningún medio documental adosado al archivo de la demanda, creíble y 
tangente, notificado a mi prohijado (y que no se relacionan ni en los hechos ni en las pruebas 
de la misma o la primigenia demanda) da cuenta del presente decir, así como tampoco indica 
mayor detalle de esta situación y si pretende por el contrario, con esta manifestación, explicar 
que su motivo de disgusto deviene de no ser atendida por los extremos de la presente acción, 
sin identificar fecha creíble alguna, cuando ningún acto de desazón existió por parte de la 
demandante habida consideración que sabia y era consciente y tolerante de la situación en 
donde, la que fuera su suegra, habría adquirido el bien inmueble como producto de la 
compensación de los dineros que la demándate sabia le adeudaba a la precitada señora y en 
pro de salvar el que fuera el único bien de fortuna de su patrimonio.    
 
   No se puede perder de vista que dicha manifestación, inconclusa, intemporada, sin detalle 
del supuesto requerimiento y la forma, busca justificar a su vez también, un proceso de divorcio 
que actualmente se sigue y con el cual, pretende buscar un provecho, incluso, de los bienes de 



la progenitora de mi prohijado so pretexto de una simple y precaria denuncia de simulación, 
lo que justificaría la presente manifestación y la presente demanda. la cual, solamente se 
instaura posterior al divorcio y no desde el primer momento de conocimiento por parte de la 
demandante y sin que se explique el porqué de los tiempos y las acciones.        
 
Al hecho numero 17: No es un hecho. Es una percepción de la libelista que configura una 
situación jurídica que se presume con la promoción de la presente demanda, pues la 
legitimidad tanto por activa, como por pasiva, en su trasfondo sustancial es objeto de debate, 
mas no es un hecho material que sea objeto de prueba alguna, fundada dicha presunción en el 
principio de buena apariencia del derecho, pero que como se verá, se desvanecerá en el curso 
del mismo.    
 
Al hecho numero 18: No es un hecho es una situación jurídica y requisito sine qua non para 
promover la presente demanda.   
 

b. Respecto a las pretensiones de la demanda: 
 
   De conformidad con el archivo de la demanda que fuera notificado a mi prohijado en el correo 
alegar09@hotmail.com y que se copiara la correo del Juzgado, se puede corroborar – y es 
también una situación por la cual se propone una excepción preliminar- que a folios 
comprendidos entre la pagina 7 y 9 del archivo enviado por el extremo actor, se visualiza el 
encabezado de la demanda, los hechos de la misma y tres párrafos del acápite de pretensiones 
tal como se verifica a continuación: 
 

  
 
Grafica 1: Paginas 9 y 10. Salto de pretensiones al parecer a la numeración de pruebas testimoniales.  
 

Asi las cosas y como se puede observar en la grafica, se obtiene que además de no aparecer el 
acápite integral correspondiente a las pretensiones de la demanda,, tampoco aparece de 
manera parcial, entre las paginas 10 y 11, el acapirte de pruebas, con lo que se presume, el 
extremo pasivo cerceno el libelo introductorio en algo mas de dos (2) hojas que por el orden 
en que viene la demanda, parece responde a los acápites de pretensiones y pruebas.  
 
   En este orden, de la pagina 10 y la numeración de presuntamente, las pruebas testimoniales, 
y hasta la pagina 11, se obtiene que luego de mencionar una serie de pruebas, omitiéndose las 
pruebas documentales, se pasa al juramento estimatorio, tal como se corrobora de las 
siguientes imágenes: 
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Grafica 3: Pagina 10 del archivo de la demanda. Inicia con la enumeración de lo que al parecer es la relación de pruebas testimoniales. 
 
 

  
 
Grafica 4: Pagina 11. Aquí se corrobora que luego de la relación de pruebas testimoniales y para ser oficiadas, se sigue con el juramento estimatorio, 
sin que en adelante, se obtenga la relación de la totalidad de las pruebas y las pretensiones. 
 

   Como se observa señor Juez y habida consideración de que el archivo de la demanda que 
fuera notificado por el extremo actor, viene cercenado en la parte relativa a pruebas y a 
pretensiones, lo cual impide al tenor del articulo 96 Nral. 2 y 4 del C.G.P., hacer un 
pronunciamiento expreso sobre las pretensiones de la demanda.  
 
   Ahora bien, con el animo de demostrar la lealtad procesal que acompaña a esta parte, al 
corroborar de manera seguida el archivo de la notificación de la demanda que fuera enviado 
por el extremo actor, además de lo dicho, obtenemos que a páginas 171 a 181 del archivo 
notificado con el contenido de la demanda, se encuentra el primigenio archivo del libelo 
introductorio que es la primera demanda interpuesta por el extremo actor, donde esta, al 



corroborar de las paginas 171 a 173 de la misma, tenemos el encabezado, el acápite de hechos 
y el titulo de pretensiones con ocho pretensiones como se corrobora de las imágenes: 
 

 
 
Grafica 6: Demanda primigenia vista a folios 173 donde se corrobora, luego de los hechos, el acápite de pretensiones con la primera de ellas.  
 

 

 
  Grafica 7: página 174. Contiene las pretensiones de la segunda a la octava de manera integra. 
 
 



     
 
Grafica 8: Paginas entre 174 y 175. Salta de la pretensión octava a, presuntamente la numeración parcial de las pruebas documentales relacionadas 
desde el numero 10 hasta la numero 13 y en adelante las testimoniales de manera integra. 
 
   

  Se itera, se trata entonces de las paginas 171 a las paginas 174 del archivo de la demandan 
notificada a mi prohijado y que corresponde al libelo de la demanda primaria que presentara 
la apoderada del extremo actor y que fuera reformada de manera posterior y admitida por auto 
de fecha 24 de Febrero de 2021. En este orden y dado que la reforma fue admitida, la misma 
propone y tiene alcance con el cambio de a) pretensiones, b) demandados, c) hechos y d) 
pruebas, razón por la cual, una manifestación al respecto de pretensiones sobre la base de la 
demandan anterior y que fuera reformada, podría ser en vano y no corresponder a la realidad 
procesal de la actual demanda por la que se vincula a mi prohijado. No obstante única y 
exclusivamente sobre la premisa de lealtad procesal y siempre y cuando las 
pretensiones que se relacionan en la pagina 173 y 174 de la demanda inicial, sean 
las mismas que debe tener la demanda ya reformada, me referiré a ellas, a pesar 
de la excepción preliminar que en todo caso, no puede subsanar la carencia que 
se verifica en las dos demandas, sonre la relación de pruebas. 
 
   Dicho lo anterior y hecha la necesaria precisión, me referiré a las presiones de la 1 a la 8 de 
demanda inicial de la forma en que se sigue: 
 
A la pretensión Nro. 1 vista en la demanda inicial y que no se relaciona en la 
demanda notificada: me opongo a su prosperidad dadas las razones expuestas en las 
excepciones propuestas y comoquiera que los hechos relatados no cumplen el racero para 
proponer la denominada simulación y maxime que nos encontramos frente a un negocio 
jurídico que se realizo de manera positiva, abierta y publica por parte de la señora FLOR ALBA 
PEÑUELA. 
 
A la pretensión Nro. 2 vista en la demanda inicial y que no se relaciona en la 
demanda notificada: No es una pretensión, es una consecuencia legal de la anterior y no es  
la Notaria quien hace la cancelación, sino la oficina de Registro de Instrumentos Publicos. En 
todo caso a su consecuente prosperidad nos oponemos.  
 
A la pretensión Nro. 3 vista en la demanda inicial y que no se relaciona en la 
demanda notificada: Es una pretensión que se encuentra mal estructurada en su sentido y 
alcance y a la cual en todo caso nos oponemos por la carencia de hechos o situaciones que lleven 



a demostrar dicha manifestación inmersa en la pretensión, sin perjuicio de las excepciones 
propuestas. 
 
A la pretensión Nro. 4 vista en la demanda inicial y que no se relaciona en la 
demanda notificada: De conformidad con el artículo 88 del C.G.P., en la enunciación de la 
pretensión hay dos o más pretensiones que están mal formuladas, sin perjuicio de las 
excepciones previas a las que en todo caso nos oponemos de manera rotunda a su prosperidad 
por la carencia manifiesta de demostración de los hechos presumidos y acumulados en la 
pretensión a los cuales no se hizo una mínima alusión en el que acápite de hechos que explicara 
el evento que pretende tener por demostrado en la pretensión, sin perjuicio de las excepciones 
propuestas.        
   
A la pretensión Nro. 5 vista en la demanda inicial y que no se relaciona en la 
demanda notificada: me opongo a su prosperidad dadas las razones expuestas en las 
excepciones propuestas y comoquiera que los hechos relatados no cumplen el racero para 
proponer la denominada simulación y maxime que nos encontramos frente a un negocio 
jurídico que se realizo de manera positiva, abierta y publica por parte de la señora FLOR ALBA 
PEÑUELA. 
   
A la pretensión Nro. 6 vista en la demanda inicial y que no se relaciona en la 
demanda notificada: No es una pretensión, es una consecuencia legal de la anterior y no es  
la Notaria quien hace la cancelación, sino la oficina de Registro de Instrumentos Públicos. En 
todo caso a su consecuente prosperidad nos oponemos.  
 
A la pretensión Nro. 7 vista en la demanda inicial y que no se relaciona en la 
demanda notificada: la pretensión, igual que en la 4, esta mal estructurada y formulada 
pues la misma en su sentido conlleva a un proceso de diversa naturaleza a la que se zanje en le 
presente proceso y en todo caso de cara al articulo 88 del C.G.P se encuentra mal acumulada 
por su redacción ambigua y sus afirmaciones que deben ser objeto de probanza, cayendo en el 
denominado principio de petición, lo que en todo caso no es óbice para su reconocimiento y 
por ende nos oponemos a su prosperidad dadas las excepciones pospuestas y la ausencia de 
correspondencia de los hechos fundantes.  
 
 A la pretensión Nro. 8 vista en la demanda inicial y que no se relaciona en la 
demanda notificada: De conformidad con el artículo 88 del C.G.P., en la enunciación de la 
pretensión hay dos o más pretensiones que están mal formuladas, sin perjuicio de las 
excepciones previas a las que en todo caso nos oponemos de manera rotunda a su prosperidad 
por la carencia manifiesta de demostración de los hechos presumidos y acumulados en la 
pretensión a los cuales no se hizo una mínima alusión en el que acápite de hechos que explicara 
el evento que pretende tener por demostrado en la pretensión, sin perjuicio de las excepciones 
propuestas y de que la pretensión, además de la aclaración de su ubicación, está incompleta y 
cortada. 
 
 Lo anterior no es óbice para el estudio y definición de la excepción previa que atañe al 
cercenamiento de la demanda notificada, en cuanto a la totalidad de pretensiones y de manera 
parcial las pruebas que se aducen con la presente demanda, por lo que le pido al Despacho que 
la presente contestación a las pretensiones se hace sobre un texto de una demanda que fuera 
reformada y que de la actualmente introductoria, no se conocen sus pretensiones y pruebas.  
 
 
 
 
 
 
 
 



c. Excepciones perentorias. 
 

1. Ausencia de hechos indicadores que develen simulación por parte de los 
demandados y su consecuente inaptitud sustantiva en el sub judice: 

 
    
   La simulación, relativa o absoluta, como se habría dicho en sede de excepciones preliminares 
y dada la Jurisprudencia en materia, encuentra su baremo doctrinario en la corriente 
Jurisprudencial pues en palabras de la misma, la teoría dualista que sostenía, hasta cierto 
punto dicha acción, se encontraba basada en los principios generales del contrato, no obstante 
al abandonarse tal corriente, la jurisprudencia se unificó en torno de la teoría monista del 
negocio jurídico, mediante la cual, la simulación como un solo acto jurídico encuentra la 
manifestación de voluntades bifurcadas en una dualidad de manifestaciones, donde la 
manifiesta es la que quiere ocultar la verdadera intensión frente a terceros que estarían 
llamados a ser perjudicados por virtud de dicha bifurcación de voluntades, lo cual, debe ser 
ampliamente demostrado mediante los medios probatorios que, dada la naturaleza de la figura 
jurídica, se torna compleja y en dicho caso su mayor carga reposa en hechos indiciarios que 
debe ser probados y descritos de forma asertiva y según lo enseña el máximo tribunal de la 
jurisdicción ordinaria de manera horizontal, mediante el sistema de indicios, reglas de la 
experiencia, hechos indicadores y probabilidad material de existencia de los hechos ocultos 
que pretendan ser probados en punto de exteriorizar la voluntad que se oculta en la simulacion.  
Asi lo tiene sentado la Corte en la Sentencia CS-3729-2020 de fecha 05 de octubre de 2020 
Rad. 2000-00544-01 M.P LUIS ARMANDO TOLOSA, la cual será citada de manera plural 
dada su relevancia y pertinencia en la materia. 
 
   Entonces bien, dentro de la figura de simulación, dada la teoría monista que campea la figura, 
se tiene dos variantes, una por simulación absoluta y otra por simulación relativa; en donde 
en cualquiera de los dos casos, la parte que impugna el negocio jurídico y en observancia del 
articulo 167 Inc. 1 del C.G.P., es la obligada a demostrar fehacientemente el verdadero 
contenido que se devela en la denunciada simulación y a través de los hechos que marcaran los 
límites del litigio, lo cual propone desde ya, la justificación sustancial de la legitimidad en la 
causa a través del perjuicio que causa dicho proceder y en cabeza de la demandante, situaciones 
que deben ser demostradas de manera fáctica y jurídica y que deben emerger tan claras en el 
proceso que no quede duda de ello, es decir del vicio del consentimiento que acompañaría la 
simulación, lo cual sea desde ya menester indicar, brilla por su ausencia en el libelo 
introductorio pues para la libelista, carente de petición de principio, los hechos narrados, al 
parecer, se explican por si mismos y mas aun mas, explican por si mismos la pretendía 
simulación que alega sin que en ninguno de los 19 “hechos” haya hecho referencia a los vicios 
del consentimiento en los contratantes, el presunto dolo que les hubiera asistido para contratar 
y respecto a un tercero y el daño que le ocasionaron a la demanda a través de la descripción de 
los necesarios hechos indicadores, los indicios y los hechos por probar. Por el contrario, lo que 
se deduce de los  relatos en el acápite de “hechos” del libelo introductorio, es que la demandante  
sabia y era conocedora de los negocios que madre e hijo solían hacer desde antes de su 
matrimonio y en vigencia del mismo, lo cual como se indicó en la contestación a los hechos, 
tenía antecedentes facticos que bien conocía la demandante y que por el contrario de sus 
peticiones, eran objeto de su aquiescencia dado el espíritu de los mismos, es decir, las 
sociedades de hecho compuestas entre mi patrocinado para la adquisición y venta de bienes 
inmuebles y con su progenitora, el aporte de capital entre estos y sin duda alguna, su naturaleza 
manifiesta lejos de una simulación.  
 
    En esta misma línea, de conformidad con la sentencia SC-3452 de 2018 dentro del Rad. 
2014-00246-01 Corte Suprema de Justicia -Sala de Casación Civil   M.P. LUIS ARMANDO 
TOLOSA VILLABONA, se corrobora y de cara a la carga probatoria y argumentativa de la parte 
demandante en el libelo introductorio, que las pruebas que se aduzcan al expediente y los 
hechos que van fundamentar y develar la pretendida simulación, por lo menos, demuestren de 
manera conjuntiva, no excluyente u optativa: i) que la familiaridad de los contratantes tenga 



como único fin no perder de la esfera de dominio cercano los bienes objeto de la simulación, 
ii) que entre las partes contratantes haya un desequilibrio económico por la ausencia de 
recursos de una parte para la adquisición del bien, iii) la carencia de antecedentes entre las 
partes en la realización de negocios u actos de comercio y iv) el engaño mediante el dolo que 
la parte afectada haya sufrido con la simulación, requisitos estos que, quien pretende la 
declaratoria de un hecho social y material pasado como la simulación, debe sin obviar 
cualquiera y cada uno de ellos, demostrar con tal nitidez que se arribe a la certeza sobre la duda 
razonable para el triunfo de sus pretensiones y que afectan el negocio simulado demostrando 
otra intensión tras la manifiesta, todo lo anterior eso si, mediante la configuración y 
determinación de los indicios y hechos indicadores que sirven para hacer creíble la alegada 
simulación y por ende, para adquirir capacidad sustantiva para la promoción de la demanda 
en cabeza del demandante. 
 
   En el sub lite pasa por alto, en absoluto, la libelista, mencionar los indicios en los cuales finca 
la solitud de prosperidad de sus pretensiones y la legitimidad sustantiva que le asiste a su 
patrocinada, así mismo, obvia indicar cuales son los hechos indicadores de esos indicios y de 
qué forma podría probarlos en el curso del juicio que motivan el disenso de la demandante, 
pues no se puede olvidar que ni siquiera su demanda tiene un acápite dedicado a pruebas, lo 
cual, o bien podría ser perjudicial para el extremo pasivo de la acción en cuando la defensa 
debe ocuparse de desvirtuar razonamientos abstractos, o bien, el Juez, mas allá de los hechos 
denunciados, debe darle el contorno a la Litis sobre la interpretación que haga de la demanda, 
lo que, como se dijo en las excepciones previas, puede ser perjudicial para el derecho de defensa 
y contradicción al demandado, pues en ausencia de los hechos y pruebas indiciarias que 
pretenden demostrar hechos ocultos, la fijación del litigio podría quedar, o bien inocua o bien 
al margen de la esencia de la demanda en cuanto no se vislumbra de manera preliminar y clara 
y como producto de los hechos que deben justificar la promoción de la acción, la justificación 
que tiene el promotor para promover el presente proceso, pedir dicha declaratoria y por ende, 
justiciar su legitimidad sustantiva en la Litis, situación que va más allá de la legitimidad 
adjetiva, formal y procesal, que en últimas no tiene como objeto la verificación de apariencia 
de buen derecho que debe reposar en cabeza de la actora y que podría en síntesis, llevar a 
presumir hechos que no están acreditados o narrados en la demanda. 
 
   En punto de la ausencia de petición de principio de que adolece la demanda y por ende,  la 
existencia de legitimidad sustancial de la demandante para incoar la presente acción, dicha 
ausencia incide directamente en el interés jurídico material y sustantivo de la actora para 
promover la acción de simulación, pues frente a la ausencia del mismo, la libertad y voluntad 
contractual de que gozan todas las personas (Art. 1602 del C.C.) se vería afectado de manera 
injustificada y supeditada tanto la libertad como la voluntad contractual, a la aquiescencia de 
todo aquel que se pretenda afectado con el negocio jurídico tachado. Como se habría explicado, 
la esencia de la lógica que encierra la petición de principio tiene por objeto explicar, mas allá 
de la descripción de las cosas, su naturaleza, la razón de ser de las mismas, su existencia y su 
manifestación al mundo exterior para que, de manera lógica, se pueda comprender la 
justificación y existencia del vínculo que yace y ata las cosas o fenómenos a quien la 
experimenta, percibe o afecta, es decir la relación de causalidad que justifique la acción judicial. 
En el sub judice, tal como se desprende de la ya referida jurisprudencia, la actora mas allá de 
la descripción de los actos jurídicos que predica como simulación y que son manifiestos, 
conocidos y exteriores, invierte la carga demostrativa y explicativa sobre la existencia, 
identidad, esencia y objetivo de la alegada simulación, por omisión de descripción de sus 
vestigios latentes, los hechos desconocidos u ocultos que pretende hacer manifiestos y los 
indicios que justifican la existencia de estos dos últimos, es decir, la descripción fáctica que 
explique y justifique su vocación sustantiva para demandar y así mismo, para demostrar y 
justificar el daño a sus derechos que, mediante la pretendida declaratoria de simulación habría 
sufrido, lo cual es en absoluto ausente en la proposición de la demanda. Este error de lógica se 
hace explicito en las siguientes premisas, veamos: i) para la demandante la existencia de la 
simulación que alega se explica desde el simple hecho de una compraventa entre madre e hijo 
sobre un bien inmueble y la existencia de una compraventa en cabeza de la progenitora de mi 



prohijado sobre otro bien inmueble, eso sí, sin justificar, explicar y hacer manifiestas las 
razones que la llevan a justificar su legitimidad para demandar dichos actos y el perjuicio que 
sufrió por la ocurrencia de dichos actos, es decir, todo acto entre madre e hijo, sin explicarse 
porque, es nocivo para ella y sobre la base de su inconformidad, pretendiendo que la 
simulación se explique sobre dicho inconformismo; ii) en la descripción factual de la demanda 
y su natural justificación, que en ultimas debe explicar el interés jurídico que le asiste al 
demandante para acudir a la justicia, se identificaron hechos de amplio conocimiento que no 
exponen por si mismos una voluntad simulada entre los demandados, explicación la cual 
parece, para la demándate, demuestran fehacientemente la bifurcación de la voluntad entre 
los contantes, no obstante lo anterior, dichas manifestaciones factuales y que justifican la 
promoción de la acción, en su contenido y contexto, revelan negocios jurídicos totalmente 
validos que en nada tienen incidencia en los intereses de la demandada y sus derechos, asi las 
cosas, la descripción factual pertinente, que ausente en el libelo, debía tener por finalidad 
justificar la legitimidad de la actora para obtener la declaratoria de retrotracción de los 
negocios jurídicos tachados, pero por el contrario, lo que emerge nítido de la demanda, es que 
la legitimidad sustancia de la actora para promover el presente proceso debe, según parece, 
suponerse tanto por las partes como por el juez, lo que arrojaría un error de hecho por un falso 
juicio de existencia; al interior del proceso, iii) al obviarse las explicaciones encaminadas a 
justificar la legitimidad sustancial de la actora, tanto por la ausencia de hechos indicadores, 
indicios y hechos probables que acrediten la existencia de la simulación por probar en el libelo 
de la demanda y que tiene como objeto desentrañar el sentido, esencia, naturaleza y fin u objeto 
de la aducida simulación y su relación impositiva con los intereses de la demandante, la 
demanda da por sentado que dicha justificación es una situación superada semejante a la 
presunción de derecho, que se muestra manifiesta, legible y con total claridad para las partes 
y el juez, terminando por suponer la existencia de la simulación de manera preliminar y la 
existencia de su derecho sustancial en relación, bajo la suposición implícita de la existencia de 
un daño indeterminado en su contra y que tiene como fuente de la nominación de la acción 
judicial, yerro este que recae sobre el objeto en si mismo del proceso y que no podría bajo 
ninguna circunstancia suponerse, pues se bastaría por sí mismo cualquier relato que se haga 
la respecto de un negocio jurídico que no le guste a la demandante para solicitar la declaratoria 
de nulidad o simulación sobre la existencia de un matrimonio, punto en el cual, el principio de 
petición se desquicia en manos de los demandantes y su lógica. 
 
  Dicho lo anterior y dada la advertida carencia sustantiva de la demandante para promover 
la presente acción, podría afirmase con total certeza que al abrigo de dicha lógica, ausente de 
justificación y explicación pero que pretende tenerlo así, todo acto jurídico entre madre e hijo, 
sin importar su objeto o naturaleza, estaría viciado en su consentimiento y que le bastaría a la 
actora manifestar su ejecución y el disgusto que le causa ello, para obtener la declaratoria de 
simulación, incluso, según la lógica de la demanda, los actos jurídicos que ejecutara la 
progenitora de mi prohijado por su propia cuenta, invirtiendo el principio en el cual, a la parte 
interesada le corresponde probar el supuesto de hecho en que se basan sus pretensiones para 
que sean los demandados quienes, a raíz de la desazón de la demándate, venga a probar que 
no se trata de una simulación, error de lógica que por su resultado afectar bidimensionalmente 
los derechos de las partes en litigio. 
   
   Es asi entonces que, frente a la carencia absoluta de manifestaciones históricas, indicios 
materiales y hechos indicadores que expliquen y den identidad a la existencia oculta de la 
alegada simulación y su incidencia en los derechos e intereses de la demandante, se puede 
advertir la ausencia de interés jurídico sustancial de la actora para demandar, en otras 
palabras, su legitimidad sustancial de cara a sus pretensiones y su ostensible inexistencia en el 
sub judice.  
 
 
 
 



2. Ausencia de causa material para alegar simulación, en razón y presencia 
de una autorización de naturaleza legal para la enajenación del inmueble:  

 
   Aunque no se indica en el libelo genitor del presente asunto, ni tampoco se explica cuál sería 
la fórmula legal o salida procesal para obviar su contenido, se debe indicar que de los “hechos” 
que motivan la demanda, de forma tácita, subyace un yerro en la apreciación y aplicación de la 
ley y por ende la escogencia de la acción, yerro que permite la discusión, aunque somera y sin 
mayor justificación, de una simulación sobre bienes inmuebles que considera la demandante 
son de la sociedad conyugal.  
 
   Entonces bien el yerro denunciado encuentra su génesis en el contenido normativo del 
artículo 1 de la Ley 28 de 1932 del cual se desprende la libertad administrativa que tiene cada 
cónyuge sobre los bienes de la sociedad patrimonial al interior del matrimonio, ex ante, ex 
nunc y ex post, hasta el momento factico-especial de la declaratoria, que por cualquier razón, 
conlleve la disolución de la sociedad conyugal, momento hasta el cual, de conformidad con el 
articulo precitado y el contenido del artículo 181 del Código Civil, los cónyuges son autónomos 
en la administración y disposición de los bienes de su propiedad y responden, de manera 
individual frente a terceros acreedores y hasta tal evento. 
 
   Al tenor de lo anterior y en ratificación del plexo normativo que da razón legal y justificación 
a la enajenación realizada por mi probado a favor de su señora madre, se obtiene que la Corte 
Constitucional en Sentencia C-278 de 2014 de fecha 07 de mayo de 2014 M.P. MAURICIO 
GONZALEZ CUERVO, indico y frente a dicha autonomía de cada uno de los cónyuges en la 
disposición y administración de cada uno de los bienes de su propiedad y al interior de una 
sociedad conyugal: 
 
 “5.2.7. Con la expedición de la Ley 28 de 1932, entrada en vigor el 1º de enero de 1933, el régimen 
patrimonial de la sociedad conyugal sufrió un cambio trascendental puesto que se estableció que tanto 
el marido como la mujer tendrían en adelante la capacidad de administrar de manera compartida la 
sociedad. En efecto, el artículo 1º de dicha ley determino que “durante el matrimonio cada uno de los 
cónyuges tiene la libre administración y disposición tanto de los bienes que le pertenezcan al momento 
de contraerse el matrimonio o que hubiere aportado a él, como de los demás que por cualquier causa 
hubiere adquirido o adquiera”. Así, como resultado de la entrada en vigencia de la Ley 28 de 1932, 
quedaron derogadas todas las disposiciones que consagraban la incapacidad de la mujer, de modo que 
esta adquirió capacidad plena civil, judicial y extrajudicial, para disponer de los bienes de la sociedad 
conyugal y el marido dejó de ser considerado como representante legal de su esposa. 
  
5.2.8. Retomando la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional ha descrito 
el nuevo régimen patrimonial de la sociedad conyugal en los siguientes términos: “La Ley 28 de 1932, 
en punto al aspecto patrimonial, consagró un sistema compartido de administración de bienes por 
virtud del cual cada uno de los cónyuges es autónomo en la administración y disposición de los bienes 
adquiridos con anterioridad a la celebración del matrimonio, así como en la administración y 
disposición de los bienes adquiridos con posterioridad a ésta. El marido no era ya, en adelante, dueño 
de los bienes sociales ante terceros, pero tampoco único responsable de las deudas de la sociedad a 
quién los acreedores recurrían para perseguir la satisfacción de sus créditos”. 
  
5.2.9. A partir de la expedición de la Ley 28 de 1932, también quedó claro que la capacidad dispositiva 
de la que goza cada cónyuge en el marco de la sociedad conyugal, decae con la disolución de la misma y 
que, en ese caso, se considera que los cónyuges han tenido dicha sociedad desde la celebración del 
matrimonio si bien durante la vigencia del mismo se tengan como separados de bienes. Se trata de una 
combinación de los regímenes de separación y de comunidad restringida, de modo que “existen a la par 
dos patrimonios ubicados autónomamente en cabeza de cada uno de los cónyuges, cuya 
individualidad se desvanece al disolverse la sociedad conyugal. Así, pues, tan singular sociedad 
permanecerá latente hasta su disolución, momento en el cual emergerá ‘del estado de latencia en que 
yacía a la más pura realidad”. 
  
5.2.10. En conclusión, los cónyuges gozan hoy en día de los mismos derechos y deberes no solo en el 
marco del matrimonio y de las relaciones familiares, sino también en relación con la posibilidad de 



administrar en igualdad de condiciones la sociedad conyugal pudiendo disponer libremente tanto de sus 
propios bienes como de los bienes comunes. 

 
   Visto lo anterior, en palabras de la Corte Constitucional se puede afirmar con autoridad 
interpretativa que la administración de los bienes de propiedad de uno de los cónyuges y en 
vigencia de la sociedad conyugal, sea porque ingresaron al haber social en su constitución, o 
sea porque fueron aportados a la misma o se adquirieron en su vigencia, cualquiera que haya 
sido su tradición, son de libre disposición del propietario del bien, cabe resaltar, sin que se 
restrinja de ninguna forma la disposición del bien o se supedite a la aquiescencia del otro 
cónyuge , eso sí, hasta el estado de declaratoria de disolución de la sociedad conyugal, estado 
en el cual, dicha libertad administrativa y dispositiva pierde su vigencia y cobraría vigencia tal 
restricción y por ende, cualquier transacción con los bienes serian objeto de simulación, según 
sus características de transacción. De cara al presente asunto, la libelista omite cualquier 
indicación al respecto o hace alusión a prueba alguna (sin perjuicio de que el libelo de la 
demanda notificada no tiene acápite de pruebas) de la simultaneidad entre la declaratoria del 
estado de disolución de la sociedad conyugal y la materialización de la alegada simulación, 
omisión que convoca sus pretensiones al fracaso y dada la ausencia de los dos elementos de 
manera simultánea o por lo menos, de la probada declaratoria de estado de disolución de la 
sociedad conyugal. No solamente la carencia absoluta de los elementos transversales de 
configuración para la simulación, sino también, el desconocimiento del régimen legal que 
campea la sociedad conyugal y su incidencia en el asunto sub examine, hacen inadecuada la 
promoción de la acción de declaratoria de simulación, sobre el bien inmueble con F.M.I. 50S-
40156073. 
 
    Preciso a este punto es traer a colación el contenido de la Sentencia 1294 de 2001 de fecha 
05 de Diciembre de 2001 M.P. MARCO GENRARDO MONROY CABRA de la Corte 
Constitucional mediante la cual se examinaba la constitucionalidad del articulo 193 del C.C., 
momento en el cual la Corte, ademas de rememorar la jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia, de manera precisa y sin lugar a duda alguna enseño: 
 
 “La Ley 28 de 1932, en punto al aspecto patrimonial, consagró un sistema compartido de 
administración de bienes por virtud del cual cada uno de los cónyuges es autónomo en la administración 
y disposición de los bienes adquiridos con anterioridad a la celebración del matrimonio, así como en la 
administración y disposición de los bienes adquiridos con posterioridad a ésta. El marido no era ya, en 
adelante, dueño de los bienes sociales ante terceros, pero tampoco único responsable de las deudas de 
la sociedad a quién los acreedores recurrían para perseguir la satisfacción de sus créditos. La Corte 
Suprema de Justicia explicó del siguiente modo las características sobresalientes del nuevo régimen. 
  

“Según establece el artículo 1o. de la Ley 28 de 1932, entre los atributos que para los 
cónyuges surge de la constitución de la sociedad conyugal, está el de disposición que 
durante el matrimonio puede ejercer cada uno de ellos respecto de los bienes sociales que 
le pertenezcan al momento de contraerlo, o que hubiere aportado a él, prerrogativa que 
sólo decaerá a la disolución de la sociedad, por cuya causa habrá de liquidarse la misma, 
caso en el cual  ‘se considerará que los cónyuges han tenido esta sociedad desde la 
celebración del matrimonio’. Significa lo anterior, entonces, que mientras no se hubiese 
disuelto la sociedad conyugal por uno cualquiera de los modos establecidos en el señalado 
artículo 1820 del Código Civil, los cónyuges se tendrán como separados de bienes y, por 
lo mismo, gozarán de capacidad dispositiva con total independencia frente al otro, salvo, 
claro está, en el evento de afectación a vivienda familiar de que trata la Ley 258 de 1996, 
independencia que se traduce en que éste no puede obstaculizar el ejercicio de ese 
derecho. De igual manera, en vida de los contratantes tampoco los eventuales herederos 
podrán impugnar los actos celebrados por el otro cónyuge, fincados en las meras 
expectativas emergentes de una futura e hipotética disolución del matrimonio o de la 
sociedad conyugal, como que si así no fuere se desnaturalizaría su régimen legal.” 
(Sentencia N° 91, C.S.J. Sala de Casación Civil.  M.P. Jorge Antonio Castillo Rugeles, 
Proceso 4920, Gaceta Judicial Tomo CCLV No.2494) 

  



En consecuencia de lo anterior, el sistema de administración marital de los bienes de la sociedad 
conyugal, tanto el ordinario como el extraordinario, fue abolido por la regulación que entró a regir el 
primero de enero de 1933, y a partir de la fecha, la sociedad conyugal cuenta con una administración 
dual, la provista por el marido y la mujer, quienes tienen plena autonomía para disponer de los bienes 
propios que adquieran antes del matrimonio y de los bienes de la sociedad que adquieran con 
posterioridad al mismo. Marido y mujer serán entonces responsables ante terceros por las deudas 
personales que adquieran, de modo que los acreedores sólo pueden perseguir los bienes del cónyuge 
deudor, salvo concretas excepciones. 
 

   Asi pues, para el sub judice es menester y dada la implicación que tiene las etapas de 
disolución y liquidación de la sociedad conyugal y su incidencia en la acción de declaratoria de 
simulación, clarificar el concepto de estos dos términos y sus implicaciones jurídicas, que en 
ultimas, son aquellas las cuales, le dará o no asidero a la pretendida declaratoria de simulación 
entre cónyuges. Al respecto en sentencia de constitucionalidad de la Ley 54 de 1990, la Corte 
Constitucional en Sentencia C-700-2013 de fecha 16 de Octubre de 2013, con ponencia del 
Magistrado ALBERTO ROJAS RIOS enseño al respecto lo siguiente: 
 
 “A su turno, aquello que encuentra relevante explicar esta Sala es que en este contexto las acciones 
de “disolver” y “liquidar”, corresponden a dos fenómenos distintos. Por un lado, la “disolución” es aquel 
hecho que extingue una relación jurídica de ejecución sucesiva, cuya consecuencia es la generación de un 
patrimonio liquidable. Los hechos de los que se desprende la “disolución” de la sociedad conyugal, se 
recogen en las causales del artículo 1820 del Código Civil. 
  
Por otro lado, la liquidación es el fenómeno mediante el cual se cuantifica una masa partible (se liquida un 
patrimonio) y se distribuye para satisfacer los derechos de quienes en ella participaron (adjudicación). 
  
La Corte Suprema de Justicia ha desarrollado esta distinción en el siguiente sentido: “Ahora bien, este 
negocio jurídico disolutorio de los cónyuges capaces, elevado a escritura pública produce por sí solo los 
siguientes efectos: De una parte, la extinción de la sociedad conyugal y su régimen permite al cónyuge 
recobrar de ahí en adelante régimen de separación de bienes; y, de la otra, también surge la eventual 
creación de una masa indivisa de gananciales compuesta de bienes, deudas y demás elementos indicados 
en la ley. Si ello es así, es decir, que por el hecho de la disolución perfecta de la sociedad conyugal se 
genera la universalidad indivisa de gananciales y el derecho sobre ella a favor de cada uno de los 
cónyuges, de la misma manera debe decirse para renuncia de gananciales en el sentido de que para su 
ejercicio no se requiere la preexistencia ni inventarios y avalúos de bienes y deudas, y mucho menos de 
partición porque además de no exigirlo la ley, resultaría absolutamente imposible e inútil en el campo 
jurídico.  Entonces, encuentra la Sala, que distinto de lo anterior es el negocio jurídico partitivo 
voluntario. En efecto, se trata de aquel negocio jurídico que a diferencia del negocio jurídico resolutorio, 
no tiene por objeto disolver la sociedad conyugal para darle existencia concreta y real a la masa de 
gananciales, sino a otro completamente distinto, consistente en poner la masa indivisa de gananciales y 
darle satisfacción a los derechos sobre ella surgida desde la disolución, mediante la correspondiente 
partición, la cual no solamente comprende “el inventario de bienes y deudas sociales”, sino también su 
liquidación (incluye liquidación y adjudicación), tal como lo señala la parte final del numeral 5º. del 
artículo 1820 del C.C. Luego, tal como se dejó visto, se trata de un negocio jurídico no solamente distinto 
a la disolución, sino que esta última constituye un presupuesto de aquel”1     
 
    De lo antes trascrito se hace entonces evidente que, más allá de la desidia, tardía, de la 
demándate con el acto de enajenación de mi prohijado a su progenitora sobre el bien inmueble 
identificado con el F.M.I., Nro. 50S-40156073 y con el efecto de cancelarle deudas de la sociedad 
conyugal, no se avizora por un parte, ni la pertinencia y consiguiente prosperidad de la acción de 
simulación por su inocuidad en el asunto sub lite y las particularidades del mismo, ni acto alguno 
en cabeza de mi prohijado que haya sido ilegal o que deba ser objeto del ocultamiento y 
bifurcación de voluntades, pues por el contrario, como se ha dicho de manera insistente mi 
prohijado al respecto actuó de conformidad con la ley y según le permitía hacerlo los artículos 
181 del Código Civil y el artículo 1 de la Ley 28 de 1932, sin que la demandante hubiera probado 
siquiera que a la fecha de la enajenación acusada, la sociedad se encontrara en estado de 

                                                           
1 Sentencia del 4 de marzo de 1996. M.P. Pedro Lafont Pianetta. Gaceta Judicial CCXL, págs. 309 y ss 



disolución o liquidación o de la misma suerte, que para dicha fecha concurriera la situación 
descrita en el artículo 165/66/67/68 del Código Civil y por el contrario, trata de justificar, además 
de la razones para motivan el estudio de la simulación, la idoneidad de la misma sobre el 
argumento improbable y falaz de un estado emocional y psicológico de su prohijada, lo cual en 
todo caso, no es suficiente ni óbice para justificar y motivar la presente acción  judicial. 
 
   Se finiquita la presente excepción ratificando la imposibilidad de la existencia de simulación 
en el sub lit y en cuanto por vitud legal mi prohijado actuó bajo la justificación y facultad que 
le reconoce la ley 28 de 1932 y el articulo 181 del C.C., frente al, tachado de simulado, acto de 
enajenación del que duele le demandante, desconociendo su facultad de administración y 
disposición de los bienes de su titularidad, asi lo reitera la Corte Constitucional en sentencia 
preciada: 
 

“19.- Para la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, la mera disolución de la sociedad 
conyugal le pone fin, pues es justo en ese momento cuando queda fijado definitivamente su patrimonio, es 
decir, sus activos y pasivos. En el interregno hacia la liquidación la sociedad no subsiste porque la 
liquidación corresponde a simples operaciones aritméticas sobre lo que constituye gananciales, con el fin 
de establecer que es lo que se va a distribuir, al cabo de lo cual se concreta en especies ciertas los derechos 
abstractos de los cónyuges. Es, en suma, “traducir en números lo que hubo en la sociedad conyugal desde 
el momento mismo en que inició (el hecho del matrimonio) y hasta cuando feneció (disolución); ni más 
ni menos. Es liquidar lo que acabado está”.    
 

   Por lo antes dicho entonces, se solicitara de su señoría se escudriñe la imposibilidad de 
existencia por ende de procedencia de la acción de declaratoria de simulación al abrigo del 
articulo 1 de la Ley 28 de 1932 y la trascrita jurisprudencia. 
   

3. Ineptitud de la acción de simulación para zanjar la desazón de la demandante 
frente a la discusión del ingreso o no de determinados bienes de la sociedad 
conyugal. 

 
   Del contenido de los artículos 1821 y 1825 del Código Civil se desprende un procedimiento 
efectivo y acorde sobre la discusión que se genera en cuanto al ingreso o no de una serie de bienes 
que aunque ya estén presentes, al momento de la confección del inventario, posibilita y faculta a 
los cónyuges a retrotraer de manera imaginaria los bienes que pueden ser objeto del haber social 
y en le momento de la liquidación de la sociedad conyugal, que como se vio ex ante, es el momento 
oportuno en el cual, mediante la liquidación de la sociedad conyugal en proceso incidental 
seguido al divorcio, entra dicha discusión y por ende, el debate probatorio la respecto.  
 
    Asi las cosas, de la jurisprudencia en cita se puede corroborar que la acción de simulación entre 
cónyuges tiene cabida en punto de la declaratoria de la disolución de la sociedad conyugal -para 
la Corte Constitucional, pues la Corte Suprema de Justicia lo afirma que es desde la notificación 
de la demanda de divorcio, teoría que no ha gozado de acogida en tratándose que el Juez podría 
negar las pretensiones de la demanda, yuxtaponiéndose la doctrina del Tribunal Constitucional- 
y para dejar sin validez, o solicitar la nulidad de los negocios que a partir de la declaratoria de 
disolución de la sociedad conyugal, celebren los cónyuges y con la intensión de insolventar y 
ocultar bienes de la sociedad conyugal, acción jurídica que como remedio procesal, busca 
devolver a la sociedad conyugal su verdadero haber y hacer material y real la limitación de 
administración que tiene cada cónyuge hasta la declaratoria de disolución sobre los bienes de 
propiedad de cada uno de estos. 
 
    En el anterior entendido, se tiene entonces que la acción de  simulación y para su procedencia 
entre cónyuges se encuentra limitada a una serie de factores, a saber:  i) que este encaminada a 
declarar la nulidad sobre negocios que se celebren por los cónyuges y sobre sus bienes, desde el 
momento de la declaratoria de la disolución de la sociedad conyugal y hasta su liquidación, ii) 
que dichos negocios jurídicos se hayan celebrado en el interregno de la disolución y liquidación 
de la sociedad conyugal  y dicha declaratoria de disolución, se encuentre declarada de manera 



oficial, iii) que tales negocios sean fingidos o tengan en sí mismos y por su modus contractual, 
una intensión oculta más allá de los actos públicos que pretende dejar ver y iv) que con tales 
actos, se genere un dolo encaminado a producir daño a los intereses o derechos de uno de los 
cónyuges y por parte del otro.  
 
    Entonces bien, cuando por parte de la aquí demandante se pretende la declaratoria de 
simulación de dos (2) negocios jurídicos, uno celebrado entre mi prohijado y su señora madre 
FLOR ALBA PEÑUELA y otro que solo atañe a la precitada señora y del cual no se justifica de 
manera seria y pertinente la pretensión de la demandante en el libelo introductorio y su 
legitimación material frente al segundo negocio jurídico, se obtiene que tal querer, y en lo que 
atañe al único negocio jurídico que involucra a las partes en contienda de manera formal primae 
facie, que el mismo (la pretensión perseguida en la presente acción), dado el estados de cosas en 
el surge, es imposible técnicamente y erróneo jurídicamente, zanjarlo por acción de simulación, 
pues tal proceder desconoce el ordenamiento jurídico y la sabiduría de la ley en punto del factor 
de la tipificación de las acciones y su pertinencia con el supuesto de hecho frente al supuesto 
jurídico ej que se subsume el caso sub judice, pues como se itera, si lo que pretende la 
demandante con su desazón es volver o ingresar al haber social el bien inmueble que mi prohijado 
en un acto de compensación y venta y con ocasión a las deudas de la sociedad conyugal para con 
su progenitora celebraron, de manera inicial por lo menos debió mostrar dicha desazón desde el 
primer momento en que fue celebrado dicho negocio jurídico y no esperar el divorcio para 
demostrarlo; y por otro lado, tal como lo exigen los presupuestos legales, debió encaminar dicha 
discusión en el trámite de disolución y liquidación de la sociedad conyugal que subyace al 
divorcio, pues así lo tiene consagrado los artículos 1821 y 1825 del Código Civil que como se ha 
dicho, tienen aplicación y pertinencia material y efectiva en el trámite de liquidación de sociedad 
conyugal y además de ello, tienen la absoluta incidencia y entidad para zanjar y solucionar la 
discusión que se expone en la presente acción y que, dadas las exigencias temporales y 
procedimentales que impone la ley al cónyuge interesado en la promoción de la simulación, hace 
la presente acción incompatible e improcedente por existir otra vía idónea para tal cometido, 
asunto este que la libelista obvio y obvia a la fecha.  
 
   Finalmente, no se pierda de vista que de lo antes dicho, nada explica la demándate, ni reposa 
observación alguna, además de la ausencia total de manifestación alguna que justifique la 
motivación de la presente demanda y que a su vez justifique la necesidad de develar mediante la 
simulación un negocio jurídico oculto que perjudique a su prohijada, nada expresa o justifica la 
imposibilidad de acudir a los elementos que los artículos 1821/25 del Código Civil le confieren y 
menos aun, sobre la satisfacción de los requisitos jurisprudenciales para la procedencia de la 
acción de simulación entre cónyuges, obviando el mas elemental de ellos que es la declaratoria 
de disolución.    
 
   Por lo antes dicho será menester corroborar tal situación y por parte del Despacho y en aras de 
que se haga procedente la cesación del presente procedimiento por su improcedibilidad y la 
existencia de un mecanismo jurídico especial que zanja el presente asunto de manera adecuada 
y oportuna en un trámite diferente al de la simulación. 
 

4. Inexistencia del derecho y consiguiente falta de legitimidad por pasiva para 
la solicitud de declaratoria de simulación sobre el local comercial 1198 de 
propiedad de la señora FLOR ALBA PEÑUELA. 

 
   Se entiende en ausencia de argumento idóneo y convincente que la legitimidad de las partes en 
el presente asunto y de cara al reproche que pretende elevar la demandante en la enajenación de 
la casa de habitación de mi prohijado a favor de su progenitora, mas allá de las razones, el origen 
del dinero y las deudas de la sociedad conyugal a favor de aquella, subyace del vínculo de afinidad 
y lazos de sangre que atan a las partes en contienda y que se unen en torno al reprochado negocio 
jurídico, siendo este el hecho generador de la legitimidad formal en cada una de las partes para 
comparecer al proceso y sobre este punto y negocio juridico. 
 



  No obstante, no sucede así en lo atinente al negocio jurídico que involucra el local 1198 y que es 
de entera y exclusiva propiedad de la señora FLOR ALBA PEÑUELA y en el cual, mi mandate de 
forma alguna es participe en dicho negocio jurídico y menos aún, realizo aporte alguno al mismo 
que pudiera legitimar su interés en la causa y en el proceso. 
  
   Nótese señor Juez que en ausencia de una retórica precisa y oportuna que explicara, y de cara 
a los artículos 240 y 241 del C.G.P., los indicios o hechos indicadores que conllevaban a la 
demandante a justificar su pretensión sobre dicho inmueble e incluso, de prueba alguna adosada 
a la demanda en dicho sentido, la legitimidad que pretende vincular a mi prohijado a dicha 
situación y al reproche sobre el negocio jurídico sobre el local comercial, carece, como sucede con 
la acción en sí, de petición de principio que, no ya explique las cosas desde su descripción, sino 
desde su esencia y naturaleza, requisitos que debe acreditar quien pretende la simulación y que 
formen en el Juez de conocimiento la duda sobre lo que es palpable y muestra el negocio jurídico 
reprochado pero que, en aparición de otros elementos latentes a su celebración , tengan la entidad 
de advertir la bifurcación de voluntades entre lo público y lo oculto en el negocio jurídico, 
situación está que no esta explicada de manera satisfactoria en la demanda y que más allá de 
infértiles decires, explicara la legitimidad de mi prohijado en el negocio jurídico atinente al local. 
Ergo, si dichos elementos no existen en el presente asunto, se genera la pregunta o el 
cuestionamiento relativo a ¿de qué manera puede estar vinculado mí prohijado a una simulación 
de un negocio jurídico en el que ni siquiera participo? maxime cuando la esencia de la acción de 
simulación sea relativa o absoluta, busca develar la verdadera y oculta intensión de las partes 
contractuales o intervinientes en el negocio jurídico y que se reprocha de coartada de la 
verdadera pero oculta voluntad con la consistente diferencia en que en la relativa se busca develar 
el verdadero negocio jurídico que se debía celebrar entre las partes contractuales y no el que 
quisieron celebrar y en la absoluta, se busca dejar nulo el negocio jurídico con el que se oculta la 
verdadera intensión de las partes contractuales, ergo, en uno y otro caso, la legitimidad por lo 
menos formal de las partes en litigio, necesita de las partes que conforman el negocio jurídico, es 
decir de los contratantes que respondan al llamado al litigio, y dado su inescindible vínculo 
contractual para que den cuenta de la legimitdad de su negocio, lo cual, diáfano se verifica, no 
aparece en el presente asunto y respecto del local comercial 1198, así como tampoco una razón 
seria, fundada y explicada que satisfaga este requisito y de cara a mi prohijado, lo que por 
sustracción de materia, obligaría a cesar el procedimiento en contra de la progenitora de mi 
prohijado.  
 
   Piénsese en lo siguiente: en el hipotético caso en que se declarare la simulación sobre dicho 
negocio jurídico y dado que su manifestación es la nulidad del acto jurídico y por consiente volver 
las cosas a su statu quo previo a la celebración del reprochado negocio, además de vulnerarse el 
derecho a la propiedad privada de que goza la señora FLOR ALBA PEÑUELA, dicho bien volvería 
a manos de su vendedor, es decir de un tercero que no tiene ninguna relación procesal, civil o de 
afinidad con las partes y por ende con el matrimonio entre la demandante y mi prohijado. De 
manera coetánea el objetivo de la presente acción sobre dicho inmueble seria uno muy diverso al 
que se busca con las pretensiones la demandante,  y por otra parte se desquiciaría la esencia de 
la ley civil para privilegiar el capricho de quien, sin razón alguna manifiesta o aparente, pretende 
perjudicar a quien civilmente fuera su suegra y a su propio cónyuge a razón de su desazón previo 
al divorcio y con los demandados, pero jurídicamente nada justifica el fin perseguido con la 
presente acción y sobre el local 1198. 
 
    Entonces bien, la anterior elucubración nos lleva a otro razonamiento. Dado que el objetivo 
que se persigue con la declaratoria de la simulación sobre el local 1198 no es acorde con las 
aparentes pretensiones de la demanda por su falta de correspondencia entre lo que se quiere y lo 
que seria el resultado, así como tampoco hay una legitimad en causa por pasiva, sustancial y 
formalmente, y de entera manera sustancialmente por activa, se podría concluir que no esta 
llamada la presente acción a ser procedente para la solución del conflicto jurídico planteado en 
la demanda y en punto de la pretensión de declaratoria de simulación sobre el local 1198, esta vez 
no por la justificación legal de que gozaba mi mandante como cónyuge y administrador autónomo 
de su patrimonio, sino básicamente por la ausencia de figura contractual valida alguna que lo 



vincule al presente juicio de manera formal y legal y así mismo, por el resultado de la acción en 
el hipotético y lejano caso de su procedencia, la cual en nada afecta o beneficia la sociedad 
conyugal, razón está que hace inane la acción de simulación sobre el precitado negocio jurídico 
del local 1198 y de la cual, nada explica la demándate en su libelo introductorio para evitar el 
análisis de procedencia de la acción . 
 
    Se advierte a su vez que, en el caso en que se logre establecer la procedencia de la presente 
acción y de acuerdo a las pretensiones, se abriría una brecha en la cual, todo acto jurídico que 
haya celebrado la demandada FLOR ALBA PEÑUELA sobre cualquier bien que sea de su 
propiedad y a juicio de la demandante, por la lógica con que se estructura el presente asunto, 
podría ser tachado de simulado sobre un argumento infértil y que de lejos nada explica de cara a 
la legitimidad sustancial de la demandante para testear el negocio jurídico, variante que podría 
poner en peligro el mínimo de los derechos fundamentales de la demandada FLOR ALBA 
PEÑUELA a razón del capricho de la demandante. 
 
    Para finaliza entonces, se puede arribar a la conclusión que si lo que pretende la demandante 
es que, bajo la ausencia de argumentos idóneos y materiales para ello, pretende que los bienes de 
la señora FLOR ALBA PEÑUELA sean ingresados en el haber social y por el simple arbitrio de la 
demándate, dado que no hay vinculación contractual entre mi prohijado, el local comercial y la 
mama de mi patrocinado, por su esencia y finalidad, en todo caso, la acción de simulación no es 
procedente de cara a tales pretensiones, sino la acción de declaratoria de nulidad o en su lugar la 
acción oblicua, la cual en su esencia y objeto, busca que el acreedor de una prestación se allane a 
recibirla para que de tal suerte pueda responder a sus acreedores con lo que se niega a recibir, 
sede en la cual, seria mas adecuada la búsqueda de la pretensión de la actora, pero 
definitivamente no la simulación absoluta y menos aun cuando esta huérfana de los hechos 
indiciarios o indicadores que tienen la entidad de mostrar otra realidad oculta en la voluntad de 
los contratantes. 
 
    Corolario de lo anterior, es menester solicitarle al señor Juez declarar la prosperidad de las 
formuladas excepciones perentorias y en lugar, negar las pretensiones de la demándate, 
condenándola en costas y agencias en derecho.  
 
   Así mismo su señoría y habida consideración de la omisión de las pretensiones 
principales  de la presente demanda y que deben responder a la demandan 
reformada y no a la demanda inicial, como sucede en el sub examine y que quedara 
ampliamente explicado le solicito señor Jues requerir a las partes, tanto a la actora 
para explique el porque notifico un archivo incompleto, incoherente en su 
contenido, sin pruebas y pretensiones y con anexos documentales totalmente 
desordenados y repetidos, y a el (la) representante de la señora FLOR ALBA 
PEÑUELA en aras de que indique a su despacho si a su extremo también le fue 
notificado de tal suerte el archvio de la demanda reformada, ello en aras de 
poderme garantizar el derecho a la contradicción de las pruebas, de las verdaderas 
pretensiones de la demanda  y el conocimiento de las pruebas que militan en el 
expediente. 
 

d. Medios probatorios que acompañan la contestación:  
 
   De conformidad con el articulo 165 y 173 del C.G.P., para el sustento de mis excepciones, me 
permito allegar con la presente contestación los siguientes medios probatorios: 
 

1. Documentales:   
 

1.1. Extracto crédito hipotecario del Banco Davivienda de fecha 28 de Febrero de 2008 
sobre el inmueble identificado con el F.M.I. Nro. 050S-368625 de la ciudad de Bogotá 
y que estuviera ubicado en la dirección Carrera 79F Nro. 51 -43 Sur Bloque Int. 1 Apto. 
402 y de propiedad de la demándate en el cual se corrobora el monto de la mora sobre 



dicho crédito por un valor igual a $44.636.000.oo los cuales fueran prestados en una 
cuantía poco menos inferior al saldo en mora y por parte de la progenitora de mi 
prohijado para evitar el remate del bien inmueble de la demandante. 2F 

1.2. Extracto crédito hipotecario del Banco Davivienda de fecha 28 de Abril de 2008 sobre 
el inmueble identificado con el F.M.I. Nro. 050S-368625 de la ciudad de Bogotá y que 
estuviera ubicado en la dirección Carrera 79F Nro. 51 -43 Sur Bloque Int. 1 Apto. 402 
y de propiedad de la demándate en el cual se corrobora el monto de la mora sobre 
dicho crédito por un valor igual a $51.402.000.oo los cuales fueran prestados en una 
cuantía poco menos inferior al saldo en mora y por parte de la progenitora de mi 
prohijado para evitar el remate del bien inmueble de la demandante. 1F 

1.3. Folio de Matricula Inmobiliaria 50S -40366322 correspondiente al inmueble de 
propiedad de la demandante ubicado en la Carrera 79F Nro. 51 -43 Sur Bloque Int. 1 
Apto. 402 de la ciudad de Bogotá D.C., donde se verifica en anotaciones 15 y 17 uy 19 
a 22el estado del inmueble y el inminente remate del mismo dado el proceso ejecutivo 
hipotecario. 7F   

1.4. Folio de Matricula Inmobiliaria 50S -368625 correspondiente a la casa de habitación 
Carrera 112 Bis Nro. 69-49 de la ciudad de Bogotá D.C., donde se verifica en anotación 
03, 04 y 05 que mi prohijado y su progenitora desde el año 2000 venían adquiriendo 
inmuebles en sociedad y como una fuente de ingresos. 7F 

1.5. Folio de Matricula Inmobiliaria 50S-448284 correspondiente a la casa de habitación 
ubicada en la  hoy Carrera 84 Nro. 37-87 Sur Bloque 95 Interior 2 de la ciudad de 
Bogota D.C. y del cual se desprende en las anotaciones 10 y 11 que para la fecha 2007  
mi prohijado y su progenitora, como era natural en ellos, celebraban negocios 
consistentes en enajenación de inmuebles.  

1.6. Medida de RUG—2091 de 2018 Rad. 397-18 de la Comisaria de Familia Kennedy 3 de 
fecha 16 de Octubre de 2018 donde mi prohijado solicita medida de protección a su 
favor y en contra de la señora MARY LISBE LOPEZ habida consideración de los actos 
de violencia intrafamiliar y malos tratos en su contra propiciados por la señora LOPEZ 
que le obligaron a abandonar el hogar de facto, momento en el cual, presuntamente 
la demandante tomaría y se quedaría con una serie de documentales que servirían 
como pruebas en el presente asunto, entre ellas la transacción de pago suscrita por mi 
prohijado y su progenitora y sobre el inmueble objeto de simulación.  

1.7. Carta manuscrita por parte de la señora MARY LISBE LOPEZ en la cual le hace saber 
a mi prohijado el profundo odio hacia el y su familia y su decisión de cambiar dicha 
situación emocional, lo que de paso demuestra la mala intensión de la presente acción 
y en cabeza de la demandante. 

 
2. Medios Testimoniales: 

 
    De conformidad con el artículo 212 del C.G.P., me permito muy comedidamente solicitarle a 
su Usía decrete y ordene la practica de los siguientes medios probatorios testimoniales: 
 

2.1. El testimonio de la señora DIANA CAROLINA GONZALEZ GONZALEZ quien se 
identifica con la cedula de ciudadanía numero 53.101.073 y podrá ser notificada en la 
dirección Calle 69 Bus A Sur Nro. 88J-03 de la ciudad de Bogotá y/o a través de este 
signatario para que en su calidad de inquilina del inmeuble objeto de la presente 
simulación le indique a su despacho si era o no cierto que la demandante arrendaba 
el inmueble, ejercía actos de señorío sobre el mismo, era conocida en las 
inmediaciones como la propietaria, tenia influencia en las decisiones que se tomaban 
al respecto del inmueble, algún arrendatario la reconocía como su propietaria o si por 
el contrario, dichos actos de señorío y propiedad lo ejercía la señora FLORA LABA 
PEÑUELA.  

2.2. El testimonio de la señora YEIMY GARZON PEÑUELA quien se identifica con la 
cedula de ciudadanía numero 52.879.007 y podrá ser notificada en la dirección Calle 
15 Nro. 18 -49 de la ciudad de Bogotá y/o a través de este signatario para que en su 
calidad de hermana de mi prohijado y quien de forma directa lo sabe por su 



conocimiento personal, testimonie ante su despacho la mala relación que la 
demandante había generado en contra de la señora FLOR ALBA PEÑUELA, los malos 
tratos que aquella le generaba a la progenitora de mi mandante, los negocios que 
solían hacer madre e hijo, las fuentes económicas con las que contaba la señora FLOR 
ALBA PEÑUELA, los dineros que esta le habría prestado a su hijo para evitar el remate 
del inmueble de la demandante, los requerimientos que esta le habría hecho a mi 
prohijado para el pago de los dineros prestados a la sociedad conyugal y en general la 
relación de la señora FLOR ALBA PEÑUELA con la demandante.  

2.3. El testimonio del señor CARLOS EDUARDO GARZON PEÑUELA quien se identifica 
con la cedula de ciudadanía numero 79.924.223 y podrá ser notificado en la dirección 
Calle 15 Nro. 18 -49 de la ciudad de Bogotá y/o a través de este signatario para que en 
su calidad de hermano de mi prohijado y quien de forma directa lo sabe por su 
conocimiento personal, testimonie ante su despacho la pésima relación que genero la 
demandante con la señora FLOR ALBA PEÑUELA, los dineros que esta le habría 
prestado a la sociedad conyugal, la actitud y comportamiento de la demandante frente 
a la señora FLOR ALBA PEÑUELA, sus varios intentos de disociación entre madre e 
hijo, la eventual intensión de la demandante en hacer daño a la señor FLOR ALBA 
PEÑUELA, los recursos con que contaba esta, los negocios que realizaba y las 
adquisiciones que habría hecho en aras sobre otros bienes.     

2.4. El testimonio del señor GERARDP CASTAÑEDA BELTREAN quien se identifica con 
la cedula de ciudadanía numero 79.203.924 y podrá ser notificado en la dirección 
Carrera 98 Bis Nro. 69-49 Sur de la ciudad de Bogotá y/o a través de este signatario 
para que en su calidad de comprador de un bien inmueble de propiedad de la señora 
FLOR ALBA PEÑUELA podrá decir al despacho si era o no cierto que mi prohijado y 
su señora madre solían realizar negocios de forma conjunta, si el negocio llevado a 
cabo por parte de el con la demandada intervino mi prohijado y en general la 
realización del negocio de un inmueble con la demandante y la intervención de mi 
prohijado.         

 
3. Interrogatorio de parte: 

 
   De conformidad con el artículo 203 del C.G.P., le solicito muy comedidamente señor Juez 
DECRETE la practica de interrogatorio de parte a expensas de este signatario y a la demándate 
MARY LISBE LOPEZ en aras de ser interrogada sobre los hechos de la demanda.   
 

e. Anexos: 
 
   Como anexos a la presente demanda me permito allega el poder debidamente diligenciado para 
actuar en la causa y por parte de mi prohijado y la presente contestación en TRES (3) archivos 
PDF contentivos 1/3 25F, 2/3 37F y 3/3 9F. Con excepciones preliminares.   
 

f. Notificaciones: 
 
   Para todos los efectos de notificación recibiré las mismas en la dirección Carrera 71 Sur Nro. 60-68 Sur 
Interior 34 Conjunto Residencial Balmoral II Nueva Etapa Interior 34 de la ciudad e Bogotá D.C. y/o al 
correo electrónico jdpulidod@hotmail.com y/o al abonado telefónico 315-406 98 83 
 
   A mi prohijado en la dirección Carrera 69 Nro. 3 -66 Sur de la ciudad de Bogota D.C., al correo 
alegar09@hotmail.com y/o al abonado telefónico 315-350 71 76  
 
Del señor Juez: 

 
JOSE DAVID PULIDO DAVILA  
C.C. 1.024.470.594 de Bta. 
T.P. Nro. 228.656 del C.S. de la J.  

mailto:jdpulidod@hotmail.com
mailto:alegar09@hotmail.com
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CONTESTACION PROCESO 2019-237-00 SIMULACION

Lun 5/04/2021 2:08 PM

Bogotá D.C.  
 
Señor: 
JUEZ 36º CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 
 
E.                    S.                     D. 
 
Ref.:    PROCESO VERBAL DE MARY LISBE LOPEZ HERNANDEZ CONTRA JESUS

ALEXANDER GARZON PEÑUELA DE SIMULACION ABSOLUTA. Rad. 2019-0237-
00.  

 
 
   Cordial saludo. JOSE DAVID PULIDO DAVILA identificado con la cedula de ciudadanía
número 1.024.470.594 de la ciudad de Bogotá D.C., vecino y residente en la misma, Abogado
identificado profesionalmente con la T.P. Nro. 228.656 del C.S. de la J., actuando en calidad de
apoderado del extremo pasivo representado por el señor JESUS ALEXANDER GARZON
PEÑUELA, me permito radicar cntestacion a la presente demanda y en la forma qeu se sigue:

en tres (3) archivos PDF contentivos de 1/3 la contestación principal con 25 Folios, 2/3 los
anexos probatorios con 37 Folios y 3/3 las excepciones previas con 9F

       

JOSE DAVID PULIDO DAVILA
ABOGADO. 

J
JOSE DAVID PULIDO DAVILA <jdpulidod@hotmai
l.com>     

Para:  Juzgado 36 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C.; Alex Garzon <alegar09@hotmail.com>; nidyaj
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3 MB

ANEXOS PROBATORIOS VER…
4 MB
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